Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ahora pasaríamos a la consideración de los asuntos que estaban pendientes 
y respecto de lo cuales la Cámara de Representantes ya tenía informes, aunque no nos los había 
enviado. Como los señores Senadores saben, de la investigación que está haciendo la Secretaría 
surgió que a veces han venido expedientes sin el informe con la aprobación de la ANEP. La idea es 
considerar a continuación los proyectos que sí tienen ese informe. 


Se pasa a considerar, entonces, el proyecto de ley por el que se designa con el nombre de 
“Doctor Baltasar Brum” al Liceo N* 13 del departamento de Montevideo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si hay acuerdo en la Comisión, designamos como Miembro Informante al señor Senador 
Sanguinetti. 


En consideración la designación de la Escuela N* 61 de Maldonado con el nombre “Juan 
José Morosoli”. En este caso ocurre lo mismo que en el anterior, pues hace tiempo esperábamos el 
informe, que ya había sido hecho para la Cámara de Representantes. El señor Senador Cid será el 
encargado de informar al Senado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración la denominación de la Escuela N* 181 con el nombre de la Maestra “Elena 
Quinteros”. Esta iniciativa cuenta con el visto bueno de la ANEP. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Al igual que en el caso de Álvaro Bustos, aquí tampoco hay un 
pronunciamiento con relación a la fecha del fallecimiento y se invoca un decreto. Advierto que no se 
trata de una ley, en cuyo caso tendría más autoridad que un decreto. A pesar de que todos afirman que 
la cuestión de los diez años está establecida por ley -y quizás debería estarlo-- la verdad es que no 
existe tal ley. 


En el caso de Elena Quinteros, el CODICEN argumenta que no figura la fecha de su 
fallecimiento y que fueron menos de diez años. Con respecto a Álvaro Bustos se pronuncia invocando 
ese decreto, aunque considero que el tal decreto no nos obliga. En consecuencia, sugiero que 
sigamos adelante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay inconveniente, quisiera informar esta Carpeta en virtud de que fui 
compañera de la maestra Quinteros. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración la designación de la Escuela Técnica de Rosario, en el departamento de 
Colonia, con el nombre del Maestro “Álvaro Bustos Spinelli”. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Dada la amistad que me unió al maestro Bustos, quisiera ser el Miembro 
Informante de esta carpeta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PENADÉS.- Es conveniente que la Secretaría de la Comisión nos haga llegar la nómina de las 
designaciones que quedan pendientes. 


SEÑOR LORIER.- Con relación a la nota enviada por la Universidad de la República y dada la 
importancia de la Escuela de Sanidad “Dr. José Scosería”, me gustaría conocer el tenor de dicho texto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la nota enviada por la Universidad. 
(Se lee:) 

“Montevideo, 6 de mayo de 2008 

Sra. Presidenta de la Comisión de Educación y Cultura 

de la Cámara de Senadores, 

Margarita Percovich. 


Recibí y agradezco la invitación a una sesión de la Comisión que Ud. preside a efectos de 
tratar temas referidos a la Escuela de Sanidad Dr. José Scosería. 


Dada la importancia y la especificidad del tema lo plantearé en el Consejo Directivo Central 
para poder llevar a la Comisión un punto de vista actualizado y sólido de la conducción colectiva de la 
Universidad de la República. 


Sin más, saluda a Ud. Atte. 
Dr. Rodrigo Arocena” 


De todas maneras, la Presidencia de la Comisión va a insistir para que se concrete la 
presencia de las autoridades de la Universidad en este Cuerpo, dado el interés que despierta esta 
cuestión en todos nosotros. 


Con respecto a la agenda de entrevistas que tiene la Comisión -veremos cómo avanzamos 
hoy con el proyecto de creación del Archivo Nacional de la Memoria- informo que he enviado al señor 
Presidente del SODRE el proyecto relacionado con los archivos audiovisuales. Se han efectuado 
consultas al Ministerio de Educación y Cultura y hemos recibido propuestas de modificación por parte 
del Consejo de Derechos de Autor; mientras tanto, continuamos esperando la respuesta de la 
Presidencia del SODRE. 


En cuanto al otro proyecto, relativo al acceso a la información, la AGÉSIC, tal como se había 
comprometido, nos ha enviado una adecuación al proyecto de protección de datos. En ese sentido, voy 
a proponer a la Secretaría que haga un comparativo entre el original que nos había presentado el 
grupo de organizaciones sociales y esta adecuación de la AGESIC, a fin de poder estudiarlos mejor. 


SEÑOR LONG.- Quisiera volver a referirme al tema anterior. Estaba leyendo con atención la nota del 
Rector, doctor Rodrigo Arocena, y quiero manifestar mi insatisfacción con la misma. Creemos que el 
tema por el que se lo convoca, no sólo es importante, sino que también tiene cierta urgencia. Sin 
perjuicio de la opinión del Consejo Directivo Central -que puede ser muy importante- nos interesa 
conocer la del Rector de la Universidad. Más allá del proceso interno dentro de la Universidad de la 
República -que me parece correcto- y de las consultas que él estime pertinentes, nuestro planteo es 
invitarlo para que nos dé su opinión sobre el tema. Por tanto, creo que deberíamos insistir en la 
presencia del Rector con esas características. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Comparto la opinión del señor Senador Long y me comprometo a insistir con 
el asunto. Recién en el día de ayer leí la carta, pero hoy mismo voy a tratar de hablar con el Rector 
para concretar su concurrencia lo antes posible. 


Creo que podríamos aprovechar a enviarle la propuesta de reglamentación de la Escuela de 
Servicio Social, a fin de que traiga una opinión al respecto. Ya hemos recibido varias opiniones, pero 
me parece que esa sería importante y nos permitiría ir adelantando el estudio de ese proyecto. 


SEÑOR PENADÉS.- Hace algún tiempo habíamos solicitado a la Dirección de Cultura del Ministerio de 
Educación y Cultura, que nos hiciera llegar el listado del patrimonio pictórico de la nación, que debía 
realizarse. 


Recordarán ustedes que en la Legislatura pasada sancionamos una ley encomendando al 
Poder Ejecutivo la creación de un inventario de todas las obras pictóricas del Estado. 


En reiteradas oportunidades el Director, doctor Mardones, se ha comprometido a remitirlo, 
pero me gustaría saber si ya está pronto y si se nos podría enviar una copia del mismo. Me parece que 
es un tema muy importante y si no está terminado -porque debo reconocer que no debe ser una tarea 
sencilla- deberíamos insistir para que se haga, porque creemos que es una buena iniciativa que llevó 
adelante la Administración pasada, que serviría para asegurar una cantidad de obras pictóricas que 
están desparramadas por Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, Ministerios y Poderes del 
Estado. Además, el doctor Mardones, en una oportunidad en que vino, nos dijo que eso ya estaba 
terminado y que se comprometía a enviárnoslo. Entonces, solicito que se insista en dicho envío a fin de 
poder conversar sobre el tema, llegado el momento. 


SEÑOR SANGUINETTI.- ¿Se trata de un inventario de las obras pictóricas o artísticas en general? 
SEÑOR PENADÉS.- Creo que era pictórico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si mal no recuerdo, el proyecto de ley que aprobamos abarcaba todo el 
patrimonio artístico. 


SEÑOR PENADÉS.- Razón de más, entonces, para tenerlo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Así es. Yo me encargo del tema. 


SEÑOR PENADÉS.- Quiero señalar que personalmente pedí que se hiciera una averiguación sobre 
qué había pasado con el cuadro de Barradas y me comentó un curador del Parlamento que esa obra 
fue robada en la década de los setenta, que la tela había sido enrollada y que por eso había sufrido un 
resquebrajamiento. Si bien la obra había sido restaurada, ese trabajo no puede volver a hacerse. Es 
muy interesante la noticia, porque lo que sucedió es que el cuadro fue robado y apareció una semana 


después enrollado y tirado en una de las salas del Parlamento. Reitero que fue recuperado, pero no se 
puede volver a restaurar. 


Lo mismo le sucedió a un cuadro de Rosé -creo que se trata de la Batalla de Las Piedras, 
ubicado en el Salón de Fiestas-, porque en el año 1975, cuando los militares hicieron una exposición 
en el Palacio Legislativo, lo quisieron sacar y como no pudieron, lo desmontaron y lo enrollaron. Fue 
así que esta obra también sufrió un resquebrajamiento irrecuperable. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Enrollar las obras, sobre todo si se hace del lado en que está la pintura, 
produce consecuencias fatales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a insistir con este tema. 


Quiero informar que cuando ingresé al Parlamento consulté sobre la restauración de las 
obras y se me informó que eso era algo muy costoso. También lo eran los seguros, dado que hay 
mucha cantidad de obras, por lo que creo que habría que ir haciendo un fondo para todo esto. 
Considero que es una lástima que se deteriore tanto el patrimonio artístico del Parlamento. 


SEÑOR PENADÉS.- En ocasión de ocupar la Presidencia de la Cámara de Representantes, recuerdo 
que hice una averiguación sobre la posibilidad de contratar seguros para las obras y el problema que 
surgió fue con los reaseguros, porque las empresas tenían que comprar parte de las primas. Lo que 
sucede es que nadie quiere comprar parte de algo que es considerado invalorable. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Tengo mis dudas sobre ello, porque en el mundo entero se hacen 
exposiciones en las que se presentan cuadros de mucho más valor sin ningún problema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizás sea un problema de criterios de seguridad y no de tasación. 


A continuación comenzamos con el tratamiento del proyecto de ley relativo al Archivo 
Nacional de la Memoria, proveniente de la Cámara de Representantes. 


Simplemente para informar a los integrantes de esta Comisión, señalo que cuando esta 
iniciativa estaba en tratamiento en la Cámara de Representantes, recibimos a la Asociación de 
Archivólogos, a la Asociación Uruguaya de Antropología y a diversos historiadores. 


No sé si recordarán que había una carta por la que se solicitaba no desmembrar los archivos 
existentes en cada una de las Instituciones del Estado. Los historiadores, los antropólogos y los 
archivólogos sostienen que, cuando se hace la historia de un país, lo que importa en un archivo es el 
proceso en el tiempo. Es cierto que a cada momento se realizan diversas interpretaciones, pero es muy 
importante contar con ese proceso en el tiempo y saber cómo esa Institución fue elaborando el archivo, 
por ejemplo, a la hora de elegir un documento para analizar. 


Me parece importante que analicemos esto con especial atención. Es más, me comprometí 
con ellos a que no se sacarían los originales para hacer un archivo específico, como dice el proyecto 
de ley de protección de bases de datos que recién aprobamos, ya que puede haber archivos 
especiales como este, es decir que se hace esa excepción. Como esa crítica ya había llegado a la 
Cámara de Representantes, los becarios de las Naciones Unidas con los que se trabajó -quienes 
estudiaron la legislación comparada y asesoraron a los legisladores sobre este tema- agregaron en 
todos lados la expresión “originales o copias”. En los casos en que se saque un original -sobre todo 
cuando es un objeto- siempre deberá ser reemplazado por una copia. 


Si se hace un archivo especial como este, acerca de determinado tema, la idea es que al 
lugar físico donde se conserve vayan las copias y no los originales, que deberían quedar en las 
Instituciones donde se encuentran para que los historiadores o quienes investiguen un tema lo estudien 
dentro de ese contexto histórico. Aclaro esto porque es bueno que lo analicemos desde la perspectiva 
que planteó gente tan importante como, por ejemplo, Barrán. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, podríamos ir analizando artículo por artículo. 


SEÑOR LONG.- Ante todo quisiera manifestar el interés y la importancia que asignamos en nuestro 
Partido al tratamiento de este proyecto de ley. Cabe destacar que para su elaboración, además del 
trabajo de los becarios que ya refiriera la señora Presidenta, nos basamos en un proyecto de ley que 
presentara el Partido Nacional, con la firma de todos sus legisladores, en la Cámara de 
Representantes y, seguramente, se habrá nutrido de otras iniciativas e ideas surgidas en el curso del 
debate. 


Ahora bien, antes de comenzar con la discusión particular de los artículos, nos parece 
importante determinar -no sé si lo definiremos ahora, más adelante o en la próxima sesión- qué otras 
opiniones tendríamos que recabar. Recién se mencionaba, por ejemplo, a la Asociación de 
Archivólogos, quienes podrían brindarnos su opinión sobre el tema. Asimismo, habría que tener alguna 
opinión desde el punto de vista de la protección de los datos, tema que tratamos extensamente en el 
proyecto de ley aprobado en esta Comisión. Creo que sería interesante contar con una visión desde 
ese ángulo, porque también es verdad que el archivo va a manejar información sobre gran cantidad de 
personas y es necesario proceder de la forma más adecuada. Desconocemos qué otra opinión pueden 
darnos, pero nos parece que estamos ante un tema importante y positivo, aunque también delicado. 
Por lo tanto, debemos encararlo con responsabilidad, cubriendo los diversos ángulos con el fin de 
tomar la mejor decisión a los efectos de no cometer ningún error. 


En virtud de lo expresado, nos permitimos proponer o sugerir a la señora Presidenta que se 
cursen algunas citaciones en esa dirección. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como los señores Senadores recordarán, cuando el año pasado 
comenzamos el tratamiento de estos proyectos de archivo, tomamos la decisión -así nos lo solicitó la 
AGESIC de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, donde se estaba analizando la protección de 
las bases de datos personales- de ponernos de acuerdo y votar el otro proyecto, justamente por los 
motivos que acaba de señalar el señor Senador Long. Por supuesto, nosotros les remitimos todos 
estos proyectos de archivo: el que estamos tratando, el relativo al acceso a la información y otros. Si 
bien los representantes de la AGESIC ya emitieron opinión al respecto, eso no impide que los 
invitemos nuevamente para que su opinión conste en la versión taquigráfica. No olvidemos que les 
preocupaba el hecho de que se utilizaran copias y todo lo vinculado a la seguridad que, como veremos, 
está cubierta en algunos de los artículos. Insisto, ellos entendieron que era compatible con la 
protección de bases de datos personales. De todas maneras, podemos invitarlos a los efectos de que 
nos aclaren o refrenden cualquier duda que tengamos al respecto. Asimismo, podemos invitar a la 
Asociación de Archivólogos y a los historiadores, ya que en un comienzo circuló una carta vinculada a 
la iniciativa que fue firmada por el profesor Barrán y otros. Por supuesto que también hicimos llegar la 
información a la Directora del Archivo General de la Nación. Como los señores Senadores recordarán, 
la primera ley general que votamos fue la del Sistema Nacional de Archivos, que ofició como un gran 
paraguas, y de allí eliminamos el artículo relativo al derecho de acceso a la información porque íbamos 
a votar un proyecto específico. 


SEÑOR SANGUINETT!.- ¿Cuál fue la opinión de la Directora del Archivo General de la Nación? 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Directora del Archivo General de la Nación trabajó con este proyecto de 
ley e, incluso, lo mejoró. En realidad, la Cámara de Representantes no le había hecho llegar la 
información, pero ella me llamó y la contacté con quien ejercía la Presidencia de la Comisión 
encargada del tema. Reitero, consta en la versión taquigráfica que la Directora del Archivo General de 
la Nación participó en la elaboración de este proyecto de ley, brindando asesoramiento y mejorándolo. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, pasaríamos a leer los artículos del Capítulo 1. 
Léase. 


(Se lee:) 


“Artículo 1%. (Creación).- Créase, como un archivo especial, el Archivo Nacional de la 
Memoria dependiente de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura, sin 
perjuicio de las atribuciones que le compete al Archivo General de la Nación, de acuerdo a la Ley de 
creación N* 8.015, de 28 de octubre de 1926.” 


SEÑOR PENADÉS.- Antes de continuar con la lectura de este Capítulo, desearía hacer una reflexión 
de carácter general. 


En tanto que este proyecto de ley alude a todo archivo o documento que se haya procesado 
en violación de los Derechos Humanos, se me presenta una duda de carácter jurídico: todo lo que se 
obtuvo, por ejemplo, como pesquisa -prohibida expresamente por la Constitución de la República-, 
¿también pasa a integrar este archivo? La pregunta va referida a una cuestión de carácter técnico con 
relación a la construcción del archivo, lo que me parece muy bien. Me gustaría poder reflexionar, 
contando con asesoramientos, sobre la legalidad en cuanto a crear un archivo que esté soportado con 
algunos elementos producidos por medios ilegales. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Todo es un archivo de la ilegalidad; la materia prima de este archivo es la 
ilegalidad. Pero el razonamiento va más allá porque lo que se pretende es promover la legalidad 
mostrando un registro, una copia o un repositorio de todas las ¡legalidades posibles. El tema en 
cuestión -y creo que es adonde apunta el señor Senador Penadés- es aquello que de pronto pueda 
herir la individualidad de una persona con una versión difamatoria; de las tantas que hemos sufrido 
todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Este es uno de los temas centrales de estos archivos. Por eso era tan 
importante la protección de la base de datos personales, con lo cual dejamos cubierto un principio 
general. Considero que tenemos que leer los artículos para ver si hay algo que nos parece incorrecto 
con respecto a este tema. 


SEÑOR PENADÉS.- Además, propondría que enviáramos este proyecto a quienes nos asesoraron en 
el proyecto anterior. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es lo que propuso el señor Senador Long. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría que me dieran, con respecto a este tema puntual, una imagen de 
cómo se deben manejar elementos que puedan terminar dañando, tergiversando o destruyendo 
reputaciones de personas que, quizás, no tengan la posibilidad de defenderse porque, entre otras 
cosas, fueron víctimas de la violación de los Derechos Humanos en esa etapa. Este es un tema muy 
delicado porque la construcción de esta parte de la historia es un elemento que deberíamos preservar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tanto el doctor Durán Martínez como el doctor Delpiazzo conocen 
perfectamente este tema pero, de todas maneras, les podemos enviar este proyecto de ley para que 
nos formulen alguna reflexión o un informe, que puede resultar muy interesante. Sé que la AGESIC 
trabaja en forma permanente con el Instituto de Derecho Informático y, por lo tanto, con el doctor 
Delpiazzo. Quizás sería bueno tener la visión del doctor Durán Martínez, que fue tan enriquecedora 
para el tratamiento del proyecto anterior. 


Léase el artículo 2". 
(Se lee:) 


“Artículo 2*. (Objetivos).- El Archivo Nacional de la Memoria tendrá como objetivo promover la 
importancia de la vigencia de los derechos humanos y de la democracia mediante el pleno ejercicio del 
derecho individual y colectivo a la verdad, a la memoria y al acceso a la información pública sobre las 
violaciones a los derechos humanos por parte del Estado, ocurridas en el período comprendido entre el 
9 de febrero de 1973 y el 1? de marzo de 1985. Podrán, asimismo, incorporarse documentos anteriores 


o posteriores a esas fechas si son considerados importantes en la reconstrucción de ese período 
histórico, de acuerdo al criterio de la Dirección.” 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera saber por qué este período comienza a partir del 9 de febrero de 1973 y 
no del 27 de junio de 1973 porque, en realidad, el quiebre institucional fue en esta fecha. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En general, las personas que actualmente están escribiendo sobre este tema 
recalan en la fecha del 9 de febrero de 1973. 


SEÑOR BRECCIA.- Eso es porque se pone en paralelo con las fechas que se tomaron en 
consideración para el proyecto de ley de reparación: allí se estableció el 9 de febrero de 1973 como 
inicio del período de facto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


“Artículo 3*. (Actividades principales).- Las actividades principales del Archivo Nacional de la 
Memoria serán relevar, recopilar, analizar, clasificar, duplicar, digitalizar, archivar, custodiar, centralizar 
la información y administrar todos los documentos relativos a las violaciones a los derechos humanos, 
ocurridas en el período establecido en el artículo 2? de la presente ley, así como garantizar el acceso a 
dichos documentos en base a los principios de publicidad y de consulta pública.” 


Léase el artículo 4”. 
(Se lee:) 


“Artículo 4*. (Definición de documentos).- A los efectos de la presente ley, se entenderá por 
documento toda expresión en lenguaje oral, escrito, en imágenes o en sonido natural o codificado, 
recogida en cualquier soporte material, así como toda otra expresión gráfica u objetos que constituyan 
testimonio sobre las violaciones de los derechos humanos, en el período establecido en el artículo 2" 
de la presente ley.” 


Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5. (Documentos comprendidos).- El Archivo Nacional de la Memoria se 
compondrá de: 


A) Los documentos originales o copias creados, emanados o recibidos por cualquier Poder u 
organismo público, cualquiera sea su fecha de creación, emisión o recepción referidos a 
violaciones de los derechos humanos, ocurridas en el período establecido en el artículo 2% de la 
presente ley, tanto en nuestro territorio como fuera de él. 


B) La totalidad de los archivos de inteligencia policial y militar, del período señalado, que refieran a 
personas u organizaciones perseguidas por el régimen cívico-militar o a personas u 
organizaciones en relación con su real o presunta participación en actividades políticas, 
sindicales, sociales, culturales o religiosas que impliquen un apartamiento de los cometidos y 
funciones específicas del organismo productor de dicha documentación. 


C) Los documentos originales o sus copias anteriores al 9 de febrero de 1973, o posteriores al 1? de 
marzo de 1985, que refieran a situaciones descriptas en los literales precedentes, que den cuenta 


de coordinación represiva internacional o que recojan testimonios de violaciones a los derechos 
humanos dentro del ámbito de aplicación de la presente ley. 


D) Los documentos originales o sus copias referidos a las situaciones previstas en los literales 
precedentes emanados de personas, organizaciones no gubernamentales de protección y 
promoción de los derechos humanos, instituciones académicas, universidades, organizaciones 
sociales, sindicales, gremiales, culturales, educativas, religiosas, estudiantiles, medios de 
comunicación en general o de cualquier otra entidad que adquiera el Archivo Nacional de la 
Memoria o reciba mediante donación. 


E) Los documentos originales o sus copias emanados de gobiernos extranjeros, organismos 
internacionales u otras instituciones referidos a la coordinación entre regímenes represivos de la 
región, durante el período previsto en el artículo 2* de la presente ley o en el supuesto del literal C) 
del presente artículo, cuando refieran a nacionales, ciudadanos uruguayos o a aquellas personas 
que, sin tener tales calidades, hubieran tenido domicilio o residencia en la República. 


F) Los documentos originales o sus copias emanados de Estados extranjeros que hubieren colaborado 
en las violaciones a los derechos humanos comprendidos dentro del ámbito de aplicación de la 
presente ley.” 


SEÑOR PENADÉS..- El literal D) del artículo 5% que se acaba de leer, habla de adquisición por parte del 
Archivo Nacional de la Memoria de determinados elementos. ¿Eso quiere decir que se le asignará un 
presupuesto? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Obviamente, una de las cuestiones que creo se discutió mucho en la 
Cámara de Representantes fue que el organismo del Estado que tenga esta responsabilidad debe 
contar con algún presupuesto. 


SEÑOR PENADÉS.- Entonces, eso deberíamos incluirlo en la ley, por lo que habría que buscar una 
redacción adecuada en ese sentido. Consulto sobre este aspecto porque no leí en ningún lado, señora 
Presidenta, que se haga referencia al presupuesto, y como aquí se habla de adquirir, eso quiere decir 
que se plantea esa posibilidad. Esto me parece bien, pero creo que lo que le falta al proyecto de ley es 
darle la mínima estructura organizativa y presupuestal que debe tener para que se pueda viabilizar el 
proyecto. 


SEÑOR BRECCIA.- El artículo 17, que está bajo el nomen juris de “Infraestructura”, expresa que “El 
Ministerio de Educación y Cultura asignará los recursos necesarios para el funcionamiento del Archivo 
Nacional de la Memoria y proveerá la infraestructura necesaria”. En realidad, esta disposición refiere a 
los recursos y a la infraestructura. 


SEÑOR PENADÉS.- Como está bajo el nombre “Infraestructura”, creí que se refería a otra cosa. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Continuamos con la lectura del articulado. 

Léase el Capítulo Il, relativo a la “Organización.” 

(Se lee:) 


“Artículo 6%. (Consejo Directivo).- La Dirección del Archivo Nacional de la Memoria estará a 
cargo de un Consejo Directivo integrado por cinco miembros honorarios: un representante del Poder 
Ejecutivo -Ministerio de Educación y Cultura- que lo presidirá; un representante del Archivo General de 
la Nación; un representante de la Escuela Universitaria de Bibliotecología de la Universidad de la 
República y dos representantes de las organizaciones no gubernamentales con notoria trayectoria en 
el campo del derecho al acceso a la información y a los derechos humanos en general. 


La reglamentación determinará la forma de elección de los representantes del Consejo, su 
funcionamiento y la duración y cese de sus miembros en el desempeño de sus actividades. 


El Consejo Directivo invitará a participar en las reuniones del mismo a un miembro de la 
Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes, el que será designado por esta”. 


SEÑOR BRECCIA.- Reflexionando acerca de la metodología de trabajo que se ha establecido en la 
Comisión, me da la impresión de que la lectura global del documento debería ser una tarea de cada 
uno de los integrantes de la Comisión, porque leerlo ahora -cuando todos lo tenemos a la vista- 
significa -lo digo con total respeto- una pérdida de tiempo. Quizás podamos ir analizando la iniciativa 
por capítulos, de modo de ir adelantando en el estudio, pero releer un documento que todos teníamos 
en forma previa a concurrir a la Comisión supone una tarea que nos va a hacer perder valiosos 
minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso puede ser verdad, pero me parece que este es un proyecto de ley muy 
especial y quizás no todos los integrantes de la Comisión -más allá de que el documento forme parte 
del orden del día- lo hayan podido leer. Muchas de las objeciones o reflexiones que se puedan realizar 
sobre cada uno de los artículos quizá tengan que ver con otras partes del texto. De todas maneras, 
pongo el planteo a consideración de la Comisión. Si les parece, podemos empezar a votar artículo por 
artículo. 


SEÑOR PENADÉS.- Creo que no deberíamos comenzar a votar antes de conocer los informes. 
SEÑOR BRECCIA.- Quizá podamos ir analizando capítulo por capítulo. 
SEÑOR LORIER.- Me parece que previamente debemos escuchar las distintas opiniones. 


SEÑOR PENADÉS.- El próximo jueves podríamos recibir a los invitados y, luego de conocer sus 
posiciones, reflexionar sobre el proyecto de ley, de modo de estar en condiciones de votarlo el jueves 
siguiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dejaríamos, entonces, de leer el articulado; cada uno se ocupará de hacerlo 
antes de la próxima reunión. 


Por mi parte, me encargaré, junto con la Secretaría, de hacer la ronda de invitaciones a fin de 
que quienes tienen que ver con esta iniciativa puedan concurrir o enviar sus informes, de modo tal de 
empezar a trabajar sobre esto lo antes posible. 


Mientras tanto, vamos a ver si podemos ir armando el comparativo sobre acceso a la 
información. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 3 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


